	En la ciudad de Córdoba, a los días del de noviembre de dos mil once, siendo las doce horas, se reúnen en Acuerdo Público los Señores Vocales integrantes de la Sala Contencioso Administrativa del Excmo. Tribunal Superior de Justicia, Doctores Domingo Juan Sesín, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h), bajo la Presidencia del primero, a fin de dictar sentencia en estos autos caratulados: "B., G. J. C/ PROVINCIA DE CÓRDOBA Y OTRO - PLENA JURISDICCIÓN - RECURSO DE APELACIÓN" (Expte. Letra "B", N° 03, iniciado el primero de abril de dos mil nueve), con motivo del recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 212), procediendo en primer lugar a fijar la siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de apelación planteado? 

SEGUNDA CUESTIÓN: ¿Qué pronunciamiento corresponde?- 

Conforme al sorteo que en este acto se realiza, los Señores Vocales votan en el siguiente orden: Doctores Domingo Juan Sesín, Aída Lucía Teresa Tarditti y Armando Segundo Andruet (h).

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO: 

1.- A fs. 212, el actor interpone recurso de apelación en contra de la Sentencia Número Trescientos veinticinco, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación el veintitrés de diciembre de dos mil ocho (fs. 182/211vta.), mediante la cual se resolvió: "1) Rechazar la demanda contencioso administrativa de plena jurisdicción incoada por G. J. B. en contra de la Provincia de Córdoba y del Tribunal de Disciplina Notarial. 2) Imponer las costas del juicio al actor vencido y diferir la regulación de honorarios de los letrados intervinientes para cuando exista base económica que permita hacerlo. .". 

2.- Concedido el recurso de conformidad con lo establecido en el artículo 44 del Código de Procedimiento Contencioso Administrativo (Auto Número Diecisiete del seis de febrero de dos mil nueve, fs. 213 y vta.), se elevan los autos a este Tribunal (fs.216). 

3.- Posteriormente, se dispone correr traslado al apelante para que exprese los agravios que le irroga el decisorio de la Cámara a-quo -fs. 223-, quien lo evacua a fs. 226/230, solicitando su revocación con costas, a tenor de las razones que a continuación se reseñan. 

Tras mencionar que el Tribunal de Disciplina Notarial vertió en sus escritos expresiones inadmisibles que explicita, solicita a este Tribunal que llame la atención al órgano mencionado, como a su letrado. 

Dice que le agravia, por resultar contradictorio, que habiéndose acogido en pleno los argumentos de su parte en orden al mecanismo de cómputo de la prescripción de la facultad punitiva en el ámbito disciplinario notarial y de haberse asumido que el término inicial del plazo de prescripción corre desde el día de la comisión del hecho infraccional, se considere luego que todas las infracciones achacadas continúan en el tiempo o se siguen cometiendo. 

Señala que al examinarse la modalidad de cómputo del plazo prescriptivo, en uno de los votos mayoritarios se puntualizó que "si la aceptásemos, el plazo para juzgar una infracción a deberes profesionales se puede llegar a extender, sino indefinidamente, sí por plazo incierto" (fs.202vta.), premisa que resulta incompatible con la prolongación de la potestad punitiva después de cometida la falta por razón de que duren o subsistan en el tiempo sus efectos, llegándose a un resultado igualmente perjudicial como el que previamente se rechazó. 

Postula, en definitiva, que el fundamento dado al criterio de cómputo del plazo de prescripción se contraría de modo insalvable con la prolongación sine die del concepto de comisión permanente de toda falta. 

Señala, en segundo lugar, que ya sea por vía de omisión o de acción, todas las infracciones consideradas son de comisión y en el propio voto de los Vocales que integran la mayoría se precisa e identifica la época en que cada uno de los hechos imputados se habría cometido, esto es, desde que no se hizo lo que debía hacerse en el plazo respectivo (primeros tres hechos: no presentar la escritura al Registro dentro de los cuarenta y cinco días con las tasas y aportes temporáneamente realizados) o desde que se hizo lo que no debía hacerse (cuarto hecho: presentar una nota errónea). 

Indica que si se ha fijado el momento en que cada hecho infraccional ha quedado consumado, debe necesariamente dar inicio el tiempo de vigencia de la persecución disciplinaria. De lo contrario, añade, toda falta de resultado, proviniese de una conducta de acción o de omisión, generaría la potestad de ser sancionada en todo tiempo, lo que se opone al sentido claro, terminante y sin excepciones del artículo 30 de la Ley 6291 que encabeza el mandato legal señalando que "no podrán juzgarse hechos.". 

Aduce que con el razonamiento de la mayoría, sólo las faltas formales podrían prescribir, no así las de resultado, distingo éste que no existe expreso en la letra de la ley ni implícito en su mandato y tal derivación se opone al mecanismo de conteo acogido sin salvedades. 

Expresa que en el específico caso de marras, si el Tribunal disciplinario podía sancionar desde el primer momento, es decir, desde la eventual comisión de los hechos, necesariamente la prescripción debe correr desde entonces, pues no resulta comprensible que la facultad esté habilitada y no corra la prescripción que la extingue en el tiempo, según el plazo legal previsto. 

Insiste en que la norma disciplinaria no señala excepciones, sin que pueda transformarse en una regla la excepción que, por cierto, tampoco contempla la ley bajo análisis. 

A fin de evitar reiteraciones inútiles, dice que da por reproducido aquí el análisis que luce el voto de la minoría, donde con claridad se distingue entre el hecho típico y sus resultados. 

Señala que el mismo Tribunal deontológico en la causa "Giacomino.", cuyas resoluciones agregó a estos autos, observa un criterio distinto al sostenido en las resoluciones que impugna en este proceso, en tanto se toma como momento a partir del cual corre la prescripción, el de la fecha de comisión del hecho reprochable, sin prolongaciones de tipo alguno. Anota que la misma Cámara a-quo -con igual integración- declaró en pleno que la falta de no inscribir el título en término es de comisión instantánea y no continuada, surgiendo la contradicción con el fundamento expuesto en este caso. 

Manifiesta que, aún cuando aquí se discute la prescripción de las faltas achacadas al encartado, es decir una cuestión previa y objetiva, cuya finalidad se orienta hacia la tutela de la seguridad jurídica, el Tribunal Disciplinario Notarial ha referido y reprochado la falta de explicación o referencia a los hechos intimados, lo que no puede tallar en la decisión sobre la cuestión controvertida en la litis. 

No obstante ello y a fin de despejar toda duda sobre el asunto, apunta que desde siempre realizó ingentes esfuerzos para superar todos los inconvenientes sufridos, y ello ha dado finalmente sus frutos pues la escritura pública objeto del sumario está a la fecha inscripta en forma definitiva desde el día trece de agosto de dos mil ocho y pagadas todas las tasas correspondientes, habiendo además abonado anticipadamente una indemnización de Pesos Veinte mil a los adquirentes de dicho acto escriturario, estando concluida toda reclamación. Acompaña copias en relación a tales aspectos, dejando ofrecidos ad efectum videndi et probandi los autos "Dionisio Rafael Martín y otra c/ B., G. J. y otra - Ordinario" (Expte. Nro. 1.296.572/36), tramitados ante el Juzgado de Primera Instancia y Trigésimo primera Nominación en lo Civil y Comercial, requiriendo además se libre oficio al Registro General de la Provincia. 

Sostiene que la prescripción se ha operado y que fijado el criterio de aplicación por el fallo recurrido, queda pendiente la aplicación del mismo acorde a sus propios fundamentos y precedentes, razón por la cual pide la revocación del decisorio. 

Finalmente, formula reserva del caso federal (art. 14 de la Ley 48). 

4.- A fs.231 se dispone correr traslado del recurso interpuesto, por su orden, a las codemandadas Provincia de Córdoba y Tribunal de Disciplina, quienes lo evacuan a fs. 232/237vta. y 244/248vta., respectivamente, peticionando ambas la confirmación del fallo dictado por la Judex a-quo. 

5.- A fs. 249 se provee la prueba documental e informativa ofrecida por el recurrente, ordenando que se oficie conforme lo solicitado. 

6.- A fs. 265 se agrega el informe producido por la Directora General del Registro General de la Provincia, la documental acompañada a fs. 259/261 y la consulta de documentos del Sistema Informático Registral -fs. 262/263-. 

7.- A fs. 287 se dispone la agregación del oficio en original y la documental en fotocopia certificada que se acompaña (fs. 276/285vta.). 

8.- A fs. 291 se dicta el decreto de autos, el que firme (fs. 292/294), deja la causa en estado de ser resuelta. 

9.- En forma liminar, debe destacarse que el recurso bajo análisis ha sido oportunamente interpuesto, por parte legitimada, en contra de una sentencia definitiva (art. 43 inc. "b" del C.P.C.A.), razón por la cual corresponde su tratamiento. 

10.- La decisión de la instancia anterior contiene una adecuada relación de causa (art. 329 del C.P.C. y C.), la cual debe tenerse por reproducida en la presente a los fines de evitar su innecesaria reiteración. 

11.- A los fines de resolver el recurso de apelación interpuesto, corresponde analizar si se configuran los agravios expuestos por el recurrente con relación a la resolución judicial de que se trata, por cuanto la competencia asumida por el Superior lo es sólo dentro de los límites del mismo (arts. 332 y 356 del C.P.C. y C., por remisión art. 13 del C.M.C.A.). 

Ello así, por cuanto la segunda instancia, tal como señala Couture ("Fundamentos de Derecho Procesal Civil", Edición póstuma, págs.354 y sgtes., en concordancia con lo sostenido por Palacio-Alvarado Velloso, "Código Procesal Civil y Comercial de la Nación", Santa Fe 1996, T. VI, págs. 63/64; Ramaciotti-López Carusillo, "Compendio de Derecho Procesal Civil y Comercial de Córdoba", Bs. As. 1981, T. 3°, pág. 446 y Hitters J. C., "Técnica de los recursos ordinarios", La Plata 1985, págs. 387/391), no constituye un nuevo juicio, sino que su objeto consiste en verificar, sobre la base de la resolución impugnada y en los límites de los agravios formulados, el acierto o error de lo resuelto por el Tribunal a-quo. 

12.- Teniendo presente los conceptos precedentes, se adelanta desde ya la postura adversa al acogimiento del remedio interpuesto, dado que los agravios expuestos no alcanzan para revertir el sentido de la decisión impugnada. Se dan razones. 

13.- En primer término y en lo que respecta a la contradicción que le atribuye el recurrente al razonamiento seguido por la Juzgadora, es dable señalar que este Tribunal no advierte la existencia del defecto denunciado en los juicios mencionados por el actor. 

En efecto, para que se verifique dicho vicio es necesario que "en el iter del razonamiento del Tribunal de juicio" se hayan vertido dos afirmaciones excluyentes entre sí, que priven de contenido a la motivación del fallo y que se refieran a una misma e idéntica relación u objeto de pensamiento (cfr. Ghirardi, Olsen A.; Fernández, Raúl E.; Andruet, Armando S. (h) y Ghirardi, Juan C., "La naturaleza del razonamiento judicial", págs. 133/134, Alveroni Ediciones, Córdoba, 1993 y Sent. Nro. 78/1998 "Arcidiácono, Clotilde N. S."). 

En el caso, la mayoría del Tribunal a-quo fijó su postura con relación a la interpretación que cabía asignar al artículo 30 de la Ley 6291, ponderando el sistema establecido por la ley y en especial lo dispuesto en el artículo 29 ib. y las funciones atribuidas al Tribunal de Disciplina Notarial -cfr. fs.199vta./201vta. 

En tal sentido señaló, que el plazo de prescripción de la potestad sancionatoria debía contarse desde la comisión del hecho y que procedía descartar la postura del órgano deontológico, relativa a que dicho plazo debía computarse desde que los "afectados por la conducta del escribano tengan conocimiento de la misma", ya que de tal modo "el plazo para juzgar una infracción a deberes profesionales se puede llegar a extender, sino indefinidamente, sí por un plazo incierto". 

Con apoyo en tales conceptos, sostuvo luego que, en el caso particular de autos no habían transcurrido los dos años que determina la norma examinada, por cuanto las faltas atribuidas al actor se mantenían -se seguían cometiendo- al momento en que el Tribunal de Disciplina Notarial dispuso la aplicación de la sanción. 

La lectura de los párrafos precedentes evidencia, como ya se anticipó, que no se verifica la contradicción que acusa el recurrente, puesto que no se constata la existencia de aserciones excluyentes entre sí que se vinculen con un mismo objeto de pensamiento, dado que una cuestión es la relativa a la imposibilidad de que el plazo de prescripción pueda extenderse indefinidamente y otra es la referida al momento en que se considera que se ha consumado la falta.- 

Puesto en otros términos, el Tribunal a quo descartó la posibilidad de que el inicio del cómputo del plazo de la prescripción pudiera depender del conocimiento que terceros posean sobre el obrar ilegítimo -damnificados por la conducta del escribano-, porque ello podría aparejar una prolongación del plazo por un término incierto y resolvió que en el sublite la postergación del comienzo de dicho plazo se debió a la conducta asumida por el propio actor, quien persistió en la comisión de las faltas a lo largo del tiempo, sin que se hubiera operado el cese del deber de cumplir con las obligaciones a su cargo. 

14.- Igual suerte que el anterior corre el reproche expuesto en segundo término por el apelante, en el cual se cuestiona que la Cámara a quo no haya considerado iniciado el tiempo de vigencia de la persecución disciplinaria, pese a haber fijado el momento en que cada hecho infraccional quedó consumado. 

En este punto, se aprecia que el recurrente estructura su agravio sobre la base de desconocer las razones expuestas por la Juzgadora a fin de sostener que en el caso concreto de autos, la consumación de las faltas por parte del actor no había finalizado aún al momento en que el Tribunal de Disciplina Notarial resolvió su suspensión en el ejercicio profesional de notario. 

En tal sentido, corresponde señalar que la Juzgadora indicó que en lo que respecta al primer hecho, "la falta del escribano que no inscribe una escritura comienza al vencer el plazo de 45 días, pero no concluye allí, pues siendo su obligación inscribirla, mientras no lo haga sigue cometiendo la falta. Se trata de una falta que continúa en el tiempo, que no es instantánea como pretende el actor. Cada día que pasó sin que el actor hubiera inscripto la escritura, debe considerarse como de comisión del hecho" (fs. 204vta., voto de la mayoría), añadiendo que lo mismo ocurría en lo atinente a los hechos segundo, tercero y cuarto, brindando los fundamentos que justificaban su postura (fs. 205). 

Es dable también puntualizar lo sostenido por el otro Vocal que concurrió a formar la mayoría, quien expresó que: a) al no inscribirse la escritura "dentro del plazo establecido por el art. 5° de la Ley 17.801, se produce el riesgo de un daño específico que puede evitarse con la inscripción en término. Pero vencido el mismo, continúan produciéndose agravios hacia delante, puesto que no se perfecciona la transacción, ni resulta oponible a terceros mientras la registración no se produzca" (fs. 210, el destacado no es del original); b) si "el art.30 de la Ley 6291, prohíbe se juzguen hechos o actos que puedan lugar a responsabilidad notarial desde cuya comisión hayan transcurrido más de dos años a la fecha de la recepción de la denuncia, y la referida denuncia en este caso concreto se hizo no estando inscripta la escritura de que se trata, ¿cuál es el plazo que estaba corriendo? A mi criterio, sencillamente ninguno. La potestad sancionatoria del organismo deontológico estaba intacta, más allá de las elucubraciones -equivocadas- que el mismo hace al contestar la demanda, lo que ya ha sido analizado anteriormente por el Dr. Gutiez" (fs. 210) y c) comparte el criterio del otro voto en lo que respecta a los restantes hechos y añade que "a mayor abundamiento, aún si nos colocáramos en el supuesto de que alguno de ellos pudiera haberse ubicado por fuera del alcance de la potestad sancionatoria de la demandada, ello no haría variar el resultado, ya que la sanción impuesta por los actos cuestionados -de dos meses de suspensión, por considerarse falta grave al ejercicio del notariado- tiene un máximo de suspensión previsto de hasta un año, lo que es indicativo que la sanción impuesta no resulta desproporcionada aún si alguno de los hechos imputados resultare prescripto." (fs.210vta.). 

Como se desprende de lo expuesto, el agravio carece de sustento real, puesto que soslaya los términos del fallo, en tanto sostiene que la comisión de las faltas se mantuvo a lo largo del tiempo y que aún cuando hubiera vencido el plazo de los cuarenta y cinco días, se continuaban produciendo agravios hacia delante, al no perfeccionarse la transacción, ni resultar oponible a terceros mientras la registración no se produjera, circunstancia que impidió que tuviera inicio el plazo de prescripción de la potestad sancionatoria. 

En estas condiciones, se advierte que la censura planteada resulta ineficaz para conmover la decisión adoptada, puesto que rehúye las razones esenciales vertidas por la Cámara a-quo para resolver en el sentido que se fustiga, lo que importa dejarlas incólumes por falta de su embate recursivo; configurando en definitiva una infundada discrepancia con la Juzgadora, lo que obsta su consideración. 

15.- Tampoco merece recibo la objeción esgrimida en tercer lugar por el apelante, puesto que se limita a propugnar un axioma, cuyo respaldo legal en el marco jurídico aplicable a la situación juzgada en los presentes autos no menciona ni este Tribunal advierte, y elude la consideración de los fundamentos a los que se ha hecho referencia en el párrafo anterior. 

16.- En cuanto al apartamiento del criterio que se le endilga a la Cámara Juzgadora, resulta pertinente apuntar que la recurrente no demuestra la existencia de identidad fáctica entre el caso al que alude y el juzgado en autos. 

En tal orden de ideas, vale reparar en que en el precedente que se invoca se determinó que "la notaria cumplió su obligación de presentar el título para su registración en los plazos pertinentes y arbitró los medios para su inscripción definitiva, por lo que la causa de la sanción (presunta violación al deber profesional de inscribir la escritura) no aparece configurada". 

Por lo demás, aún cuando se verificara la contradicción que se acusa, ello no sería suficiente para modificar la resolución atacada, dado que no existen derechos adquiridos al mantenimiento de una determinada jurisprudencia, máxime cuando no se acredita la existencia de arbitrariedad en lo decidido, por lo que no procede el acogimiento de la crítica planteada. 

17.- En mérito de las razones expuestas y las premisas sentadas a través de su desarrollo, corresponde no hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por el actor. 

18.- Con relación a las costas de todas las instancias, considerando la complejidad de las normas aplicables en la especie, que rigen la relación sustancial entre las partes del proceso, como así también las discrepancias interpretativas suscitadas en torno a la prescripción de la acción administrativa disciplinaria, resulta justo y equitativo imponerlas por su orden (art. 130 del C.P.C y C., aplicable por remisión del art. 13 de la Ley 7182). 

Así voto. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO: 

Considero que las razones dadas por el Señor Vocal preopinante deciden acertadamente la presente cuestión y, para evitar inútiles repeticiones, voto en igual forma. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO: 

Comparto los fundamentos y conclusiones vertidos por el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesín, por lo que haciéndolos míos, me expido en idéntico sentido. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR DOMINGO JUAN SESIN, DIJO:- 

Corresponde: I) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 212), en contra de la Sentencia Número Trescientos veinticinco, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación con fecha veintitrés de diciembre de dos mil ocho (fs. 182/211vta.). 

II) Imponer las costas de ambas instancias por su orden a tenor de las razones expuestas en el punto 18 de la presente (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art.13 del C.P.C.A.). 

III) Disponer que los honorarios profesionales del letrado interviniente, Doctor Gustavo A. Bono -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo si correspondiere (art. 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el  (.%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib. 

Así voto. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA LA SEÑORA VOCAL DOCTORA AÍDA LUCÍA TERESA TARDITTI, DIJO: 

Estimo correcta la solución que da el Señor Vocal preopinante, por lo que adhiero a la misma en un todo, votando en consecuencia, de igual forma. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN PLANTEADA EL SEÑOR VOCAL DOCTOR ARMANDO SEGUNDO ANDRUET (h), DIJO: 

Voto en igual sentido que el Señor Vocal Doctor Domingo Juan Sesín, por haber expresado la conclusión que se desprende lógicamente de los fundamentos vertidos en la respuesta a la primera cuestión planteada, compartiéndola plenamente. 

Por el resultado de los votos emitidos, previo acuerdo, el Excmo. Tribunal Superior de Justicia, por intermedio de su Sala Contencioso Administrativa, RESUELVE:- 

I) Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el actor (fs. 212), en contra de la Sentencia Número Trescientos veinticinco, dictada por la Cámara Contencioso Administrativa de Primera Nominación con fecha veintitrés de diciembre de dos mil ocho (fs. 182/211vta.). 

II) Imponer las costas de ambas instancias por su orden a tenor de las razones expuestas en el punto 18 de la presente (art. 130 del C.P.C. y C., aplicable por remisión del art. 13 del C.P.C.A.). 

III) Disponer que los honorarios profesionales del letrado interviniente, Doctor Gustavo A. Bono -parte actora-, por los trabajos efectuados en la presente instancia, sean regulados por el Tribunal a-quo si correspondiere (art. 26 de la Ley 9459), previo emplazamiento en los términos del artículo 27 ib., en el . (.%) del mínimo de la escala del artículo 36 de la Ley Arancelaria (art. 40 ib.), teniendo en cuenta las pautas del artículo 31 ib.- 

Protocolizar, dar copia y bajar. 

CERTIFICO: Que el Señor Vocal Doctor Armando Segundo Andruet (h) ha emitido opinión en estos autos, pero no suscribe la presente en razón de encontrarse en uso de licencia (Acuerdo Número 636 - Serie "A" de fecha 20 de octubre de 2011), siendo de aplicación el artículo 120, 2° párrafo del Código Procesal Civil y Comercial, por remisión del artículo 13 de la Ley 7182. Doy fe. Oficina, dos de noviembre de dos mil once. 


